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Introducción





El Derecho de la Competencia Económica en México, editado por la UNAM hace 18 años, tuvo una amplia aceptación en los medios profesionales y académicos.

De esos años a hoy ha habido cambios radicales en la materia, incluyendo modificaciones legales, la reforma constitucional de 2013 y una nueva Ley Federal de Competencia Económica de 2014, que transformó la COFECE en organismo constitucional autónomo, junto al Instituto Federal de Telecomunicaciones y un tribunal administrativo especializado en competencia económica. Este marco institucional fue, lamentablemente, cambiado por la reforma constitucional de 2024, que vino a concentrar en el poder ejecutivo las decisiones técnicas y económicas en materia de competencia.

Por lo anterior, este volumen actualiza y registra la legislación vigente con alusiones a jurisprudencias consideradas de importancia.

En este contexto, la liberación comercial no ha garantizado por sí sola que los beneficios de ella se extiendan al conjunto de empresas y consumidores internos. Lo básico, al respecto, es la competencia. Las posiciones de monopolios se traducen fácilmente en explotación del consumidor. Algo similar pasa en las empresas, propensas a acuerdos oligopólicos; por ello, es trascendente la auto- nomía de organismos reguladores dotados de independencia, que vigilen la competencia en cada mercado y velen por la eficiencia de las empresas reguladas.

Es pertinente reiterar el papel de la sociedad civil en sensibilizar al poder público de la importancia de defender la competencia como una forma real de proteger los derechos de los consumidores.

Por ello, el contenido del texto abre con planteamientos teóricos generales, incluyendo referencias al derecho comparado de la competencia, en donde el vecino del norte, Estados Unidos, tiene una significancia especial.

Una visión acotada del volumen nos muestra una mirada de 3 apartados: 1) Bases constitucionales y legales y autoridades de competencia actuales; 2) los agentes económicos y las prácticas monopólicas absolutas y relativas; y 3) concentraciones, facultades regulatorias y procedimientos en general. Estos apartados se contienen en 12 capítulos respectivos.

En esta amplia agenda de contenidos, creemos que en el volumen sobresalen 3 grandes paradigmas:


	La defensa de la competencia, como un supuesto de las economías abiertas de mercado;

	la emergencia y predominio de concentraciones cartelizadas de consorcios que, al amparo del libre comercio, afectan primero la concurrencia con barreras implícitas a otros competidores y a la propia competencia,  con cadenas de valor integradas vertical y horizontalmente, con abusos de dominancia evidentes; y

	que el libre comercio y los tratados comerciales, si no contemplan políticas de competencia, no son suficientes para el progreso y crecimiento económico de las naciones.



Los dos grandes modelos de regulación de competencia manifestados en los tratados comerciales suscritos por México nos invitan a reflexionar: El tratado comercial de México, Estados Unidos y Canadá T-MEC y el tratado de libre comercio con la Unión Europea (TLCUE) exhiben distintos enfoques para regular las posiciones dominantes de mercado, donde en ambos se desarrollan estrategias para desarticular los carteles dominantes con inmunidades compensatorias que en algunas legislaciones nacionales denominan “delación compensada”.

Estos temas y otros se presentan en este esfuerzo de actualización y registro del derecho de competencia económica vigente en México y que tiene por objetivo aportar reflexiones y textos vigentes a un tema siempre actual y que reclama que los especialistas vinculen los numerosos tratados de Libre Comercio suscritos por México a las políticas de competencia como una forma de apoyo a las empresas y consumidores nacionales.

En esta nueva edición, se incorporan los cambios más relevantes en la materia durante los últimos cinco años.

En este periodo, la COFECE enfrentó un periodo prolongado de vacancias en su pleno, lo que limitó la adopción de resoluciones que, por mandato constitucional, requieren mayoría calificada o la integración completa del órgano. Esta situación limitó su capacidad de resolver procedimientos relevantes y afectó su funcionamiento regular. La omisión de nombramientos motivó incluso la promoción de una controversia constitucional del procedimiento de selección de comisionadas y comisionados de la COFECE.

A esta situación se sumaron los recortes presupuestales que sufrió la COFECE durante los últimos ejercicios fiscales, los cuales redujeron su capacidad operativa, particularmente el presupuesto aprobado para 2025, que supuso una reducción del 70 % del presupuesto requerido. En conjunto, la combinación de un pleno incompleto y las restricciones presupuestarias sostenidas puso en evidencia la fragilidad institucional de los órganos autónomos en México en los últimos años.

En diciembre de 2024 se aprobó la reforma constitucional que transformó por completo el modelo institucional de competencia económica en México, al suprimir la Comisión Federal de Competencia Económica y el Instituto Federal de Telecomunicaciones, dando lugar a la creación de la Comisión Nacional Antimonopolio.

En adición a los cambios políticos e institucionales, los mercados internacionales también han sufrido grandes modificaciones en los últimos cinco años. Los patrones de consumo han experimentado una profunda transformación caracterizada por el incremento acelerado del comercio electrónico y la adopción masiva de plataformas digitales para la adquisición de bienes y servicios.

Este cambio ha reducido las barreras geográficas tradicionales y ha ampliado de manera notable el acceso de los consumidores a mercados y proveedores ubicados en otras jurisdicciones, generando un entorno de transacciones transfronterizas con una creciente integración global. Esta internacionalización del comercio minorista ha intensificado el papel de las grandes plataformas digitales (Amazon, Alibaba/AliExpress, eBay, Mercado Libre, Shein, Temu…) y ha ampliado el alcance extraterritorial de sus decisiones comerciales, lo cual a su vez impulsa la necesidad de mecanismos de aplicación internacional, es decir, la coordinación entre autoridades de competencia de distintos países para investigar y sancionar conductas que afectan mercados transfronterizos.

En los últimos cinco años, la ejecución en materia de competencia en México se caracterizó por un avance limitado, por los factores que se han mencionado previamente. Si bien es cierto que en este periodo se concluyeron investigaciones relevantes, particularmente en mercados energéticos, financieros y digitales, el número de sanciones firmes disminuyó respecto de periodos anteriores, y varias indagatorias de alto perfil se cerraron sin determinar responsabilidad.

El caso de Google en México ilustra especialmente los retos recientes de la aplicación y ejecución del derecho de la competencia nacional, pues la investigación por prácticas potencialmente anticompetitivas en servicios de publicidad digital concluyó sin sanción, aun cuando conductas similares han sido objeto de decisiones firmes en otras jurisdicciones. En la Unión Europea, la Comisión impuso multas por abuso de posición dominante en mercados de búsquedas, sistemas operativos móviles y publicidad digital; y en Estados Unidos, el Departamento de Justicia obtuvo resoluciones relevantes en contra de la empresa por monopolización en adtech.

Este contraste refleja tanto la complejidad técnica de los mercados digitales como las diferencias en la capacidad investigadora, recursos y estándares probatorios entre autoridades, subrayando la importancia del fortalecimiento institucional en México, para enfrentar casos con una dimensión global. Este es quizá el gran reto de la Comisión Nacional Antimonopolio.

En función de esto último, el volumen incorpora un capítulo especial sobre competencia digital en que se resumen temáticas generales en que se vislumbra gran complejidad para el derecho de la competencia económica.

Los autores.
Ciudad Universitaria, invierno de 2026





Capítulo 1

Competencia económica





1.1 Definición

En un sentido jurídico general, el término competencia alude a una idoneidad atribuida a un órgano de autoridad para conocer o llevar a cabo determinadas funciones o actos jurídicos. La competencia como concepto específico (frente a la idea global de jurisdicción) obedece a razones prácticas de distribución de la tarea de juzgamiento entre los diversos organismos judiciales.1 Sin embargo, no es a la competencia como límite objetivo de la jurisdicción a lo que nos referimos en este libro, sino a la competencia económica.

Desde la perspectiva económica, para poder construir el concepto de competencia, es necesario partir de un principio previo, que es el de escasez, esto es, que los deseos siempre exceden a los recursos disponibles, y ello se debe a que los deseos no tienen límite.

La competencia económica es entonces la lucha que se genera en los mercados, que permite que tanto los productores de bienes como los consumidores maximicen sus ganancias.


“En Economía esta lucha que la competencia implica se libra para conseguir aquellos bienes económicos aptos para satisfacer las necesidades o deseos propios. De la limitación de los bienes o recursos económicos en presencia de una multiplicidad de necesidades prácticamente ilimitadas se deriva que sólo algunas de estas podrán verse satisfechas. Competencia significa, pues, rivalidad, lucha, agresividad, competición entre personas con necesidades o deseos similares que quieren o aspiran a satisfacer con bienes o recursos análogos limitados. La competencia económica adquiere así relevancia jurídica, en el plano conflictual, en cuanto concurra una cierta proximidad entre las necesidades o deseos de los consumidores y los bienes o recursos aptos para su satisfacción ofrecidos en el mercado por una pluralidad de empresarios independientes entre sí”.2



La competencia económica es regulada por los mercados mismos, mediante el funcionamiento de la oferta y demanda, sobre lo cual se profundiza más adelante.

Las ideas actuales sobre la competencia económica han permanecido prácticamente inalteradas desde el siglo XVII, cuando fueron planteadas por Adam Smith.


“…En la práctica, Smith intentó responder a la que probablemente sea la pregunta macroeconómica más importante: ¿Qué hace crecer a una economía? En La riqueza de las naciones, identificó con acierto la acumulación de capital, el libre comercio, un papel apropiado –pero restringido– para el gobierno y el Estado de derecho como las claves de la prosperidad nacional. Más importante aún: fue el primero en destacar la iniciativa personal: «El esfuerzo natural de cada individuo por mejorar su situación, cuando se tolera su ejercicio con libertad y seguridad constituye un principio tan poderoso que es, por sí solo y sin asistencia alguna […] capaz de desplazar la sociedad hasta la riqueza y la prosperidad. » Concluía que, para mejorar la riqueza de una nación, todo hombre, en consonancia con la ley, debía ser «libre para velar por su propio interés a su manera». La competencia era un factor clave porque motivaba a todas las personas a volverse más productivas, a menudo por medio de la especialización y la división del trabajo. Y cuanta más productividad, más prosperidad”.3



Las leyes de competencia económica reconocen que existen agentes económicos que llevan a cabo acciones que pueden limitar la competencia y es entonces requerida la presencia del Estado, como regulador que sancione a los infractores.

El derecho de la competencia económica se ocupa de regular las prácticas que pueden impedir o limitar la competencia en los mercados, y acota la participación del Estado a la de regulador y agente de solución de cierto tipo de conflictos: aquellos que el mercado no pueda corregir por sí mismo.

El derecho de la competencia económica se puede abordar en un sentido amplio o en un sentido restringido.

En sentido amplio, el derecho de la competencia económica se integra por el conjunto de normas que regulan conductas anticompetitivas de los agentes económicos públicos y privados, conductas que pueden tomar diversas formas: prácticas restrictivas de la competencia, prácticas desleales de comercio internacional o actividades que lesionen los intereses de los consumidores o que vulneren la protección a la propiedad intelectual. El elemento común en estas prácticas es que lesionan o restringen la competencia en los mercados, afectando precios de bienes y servicios, y dañando a los productores, distribuidores y consumidores.

En sentido restringido, bajo el rubro de “Derecho de la Competencia Económica” nos referimos al conjunto de normas que regulan las relaciones de mercado que se susciten entre agentes económicos; es decir, los arreglos entre los sujetos que participan en los mercados como oferentes y demandantes, y es el derecho que a nivel mundial se conoce como antitrust.

Las normas que integran el derecho de la competencia en sentido restringido tienen varios objetivos, tales como la promoción y defensa de la competencia, la promoción de la eficiencia económica y el bienestar de los consumidores, la libertad de iniciativa, la apertura de mercados, la participación de medianas y pequeñas empresas, la desconcentración del poder económico y la prevención de monopolios y usos indebidos de posiciones de dominio.4 Objetivos que, como podemos observar, están relacionados con la conformación y promoción de mercados.

En este libro nos abocaremos al estudio del derecho de la competencia en sentido restringido, y en los últimos dos capítulos haremos referencia a algunos temas relevantes de comercio internacional y tratados internacionales.

1.2 Funcionamiento de los mercados: Oferta y Demanda

En un sistema económico de libre mercado, la competencia se traduce en la concurrencia o coincidencia de oferentes y demandantes de bienes o servicios en un mercado, delimitado en un sentido geográfico, temporal y productivo, con la finalidad de obtener un bien o servicio (o una ganancia) en las mejores condiciones de utilidad y precio, dado un ambiente de rivalidad entre los competidores.

Para que dicha competencia pueda darse de forma efectiva, es necesario, en consecuencia, que en el mercado no existan condiciones que favorezcan la posición de un competidor en relación con el resto; ello se logra si existen en el mercado gran cantidad de oferentes y demandantes, tal como expresa Cabanellas de las Cuevas:5


Cuanto mayor sea el número de partes que operan en un mercado, mayores tenderán a ser, por regla general, las posibilidades de que éstas actúen independientemente, y de que carezcan del poder de obstaculizar el ingreso de nuevas firmas al mercado y de imponer determinadas condiciones sobre los competidores.



No sólo es necesario que el mercado se encuentre fragmentado, es decir, que existan múltiples oferentes y demandantes, sino que además es preciso que ninguno de ellos cuente con poder económico dentro del mercado, de tal manera que sea capaz de determinar unilateralmente el precio del bien o la cantidad del mismo.

El término demanda se refiere a toda la relación que hay entre el precio de un bien y la cantidad demandada del mismo. La demanda se ilustra mediante la curva de demanda y el plan de demanda.6

La cantidad demandada de un bien o servicio es el monto que los consumidores planean comprar durante un periodo determinado, a un precio específico. Se refiere a un punto localizado en la curva de demanda: la cantidad demandada a un precio específico.

Una curva de demanda ilustra la relación que hay entre la cantidad demandada de un bien y su precio, si se mantienen constantes el resto de los factores. Gráficamente, se ve de esta forma:


[image: Gráfico de la curva de demanda: eje vertical «Precio», eje horizontal «Cantidad demandada». La curva desciende de izquierda a derecha, abruptamente al comienzo y luego más suave.]

Por lo que se refiere a la oferta, la cantidad ofrecida de un bien o servicio es el monto que los productores planean vender durante un periodo determinado y a un precio específico.7 La cantidad ofrecida de un bien o servicio es el monto que los productores planean vender durante un periodo determinado y a un precio específico.

Una curva de oferta muestra la relación entre la cantidad ofrecida de un bien y su precio. Gráficamente se ve de esta forma:


[image: Gráfico de la curva de oferta: eje vertical «Precio», eje horizontal «Cantidad ofrecida». La curva asciende de izquierda a derecha, de forma suave al comienzo y cada vez más empinada.]

El precio del bien es el que regula las cantidades demandadas y ofrecidas, y hay un solo precio en el cual la cantidad demandada es igual a la cantidad ofrecida. Ese precio se denomina “precio de equilibrio”.


[image: Gráfico del precio de equilibrio: eje vertical «Precio», eje horizontal «Cantidad demandada». La curva de demanda descendente y la curva de oferta ascendente se cruzan en un punto, rotulado «Precio de equilibrio».]

La ley de la demanda sostiene que, a medida que se reduce el precio de un bien o servicio, la cantidad demandada de este aumenta; es decir, si el precio es menor, los consumidores estarán dispuestos a adquirir más bienes de ese tipo.

Por otra parte, la ley de la oferta afirma que, al aumentar el precio de un bien o servicio, la cantidad ofrecida de este también se incrementa, es decir, si el precio es mayor, habrá incentivos para que los productores aumenten la cantidad ofrecida o para que nuevos productores de bienes o servicios se incorporen a ese mercado.

La teoría de la demanda y la oferta nos permite entender y predecir los cambios de precios, los cuales invariablemente surgen de un cambio en la oferta o de un cambio en la demanda de un bien. Esta teoría nos permite analizar además los factores que pueden influenciar dichos cambios y predecir los movimientos de precios en el futuro.

1.2.1 Eficiencia

El concepto de eficiencia desde el punto de vista de la teoría económica tiene un significado muy preciso: Nos encontramos en situación de eficiencia en el sentido de Pareto (que se denomina asimismo eficiencia de asignación) cuando la asignación de recursos es tal que no resulta posible mejorar la situación de uno de los agentes económicos sin perjudicar la de cualquier otro agente. Una situación se considera en general como eficiente en el sentido de Pareto, si los bienes se producen de la forma más eficaz posible (la menos costosa).8

La competencia conduce a la eficiencia, porque los individuos, cuando deciden qué cantidad deben consumir de un determinado bien, igualan el beneficio marginal derivado del consumo de una cantidad adicional y el costo marginal de comprarla, que es exactamente el precio que tienen que pagar; y las empresas, cuando deciden qué cantidad deben vender de un bien, igualan el precio que cobran y el costo marginal de producir una unidad adicional. En consecuencia, en equilibrio, los costos marginales sociales son iguales a los beneficios marginales sociales.9

En el mundo real se producen ganadores y perdedores, y por tanto la evaluación bajo los criterios de Pareto muestra serias limitaciones. Amartya Sen, uno de los más influyentes estudiosos de la teoría de la elección social, dice al respecto:


“Un estado social se describe como óptimo en el sentido de Pareto si y sólo si no se puede aumentar la utilidad de uno sin reducir la utilidad de otro. Este es un tipo de éxito muy limitado, y, en sí mismo, puede o no garantizar demasiado. Un estado puede ser un óptimo de Pareto con algunas personas en la más grande de las miserias y con otras en el mayor de los lujos, en tanto que no se pueda mejorar la situación de los pobres sin reducir el lujo de los ricos”.10



Desde el punto de vista económico, los dos tipos principales de eficiencia que tienen su origen en la competencia son la “eficiencia estática” (la mejor utilización posible de los recursos existentes con un costo mínimo) y la “eficiencia dinámica” (la mejor introducción posible de nuevos productos, de procesos más eficientes de producción).


	Eficiencia de asignación. La eficacia de asignación se preocupa por asegurar que los recursos económicos sean distribuidos a aquellos que pusieron el valor principal en ellos.

	Eficiencia productiva. Consiste en asegurar que un nivel dado de rendimiento sea logrado al costo más bajo. En mercados competitivos, se logran la eficiencia de asignación y la eficacia productiva al mismo punto.

	Eficiencia dinámica. Mientras las eficiencias de asignación y eficacia productiva son conceptos estáticos, la eficacia dinámica está interesada en el proceso de descubrir las mejores tecnologías, procesos y productos que agraden al consumidor, incorporándolos eficazmente en el sistema económico.



La política de competencia puede servir al objetivo de una mayor eficiencia, tanto en su sentido estático como dinámico.

Por eficiencia estática se entiende la utilización óptima de los recursos existentes en una sociedad con el fin de satisfacer las demandas de los consumidores (“eficiencia en la asignación de los recursos”) al menor costo posible (“productividad”). La eficiencia dinámica significa la introducción óptima de nuevos productos, procesos de producción más eficaces y estructuras superiores de organización con el tiempo.

La competencia en los mercados promueve la eficiencia gracias a que:  i) conduce los precios a los costos marginales; ii) consigue que las empresas produzcan al menor costo posible; y iii) proporciona incentivos para las actividades de investigación y desarrollo de las empresas y la introducción por éstas de nuevos productos y métodos de producción en los mercados.

Bajo el criterio de eficiencia de Pareto, puede decirse: dado un estado de cosas, el estado A es superior en términos de Pareto a un estado B, si y sólo si al moverse de A a B no se deja a ningún sujeto peor que antes, y esto hace que, por lo menos, la situación de un sujeto mejore. Por otra parte, en términos de Pareto, un estado de cosas es óptimo si ningún otro estado es superior a él; esto quiere decir que cualquier desplazamiento con respecto al anterior estado, hace que por lo menos un sujeto empeore.

El mercado, como sabemos, tiende a dejar de lado a los actores sociales, a las identidades colectivas y a los proyectos sociales. El mercado se rige por una lógica y una ética –la de la maximización y la de la racionalidad instrumental– que intenta colonizar otras esferas, en especial, la política, en su propio beneficio.11

La eficiencia en los sistemas económicos neoliberales es considerada como un “valor”; lo que se busca es utilizar los factores productivos en el mejor tiempo posible, consumiendo el mínimo de energía y contaminando lo menos posible el ambiente. Sin embargo, si consideramos que la economía es una ciencia que debe estar al servicio del hombre (y no de las utilidades de una empresa), se nos plantea un gran problema: ¿qué sucede si en busca del “abaratamiento” de costos, mediante la introducción de tecnología, y el desplazamiento de mano de obra, se llega a un desempleo masivo?, ¿dónde queda el concepto de “equidad”?; lo cual nos lleva a concluir que el concepto de eficiencia es un concepto deshumanizado.

Si el concepto de eficiencia (considerado un valor) carece de valores, y considera que lo social no existe y que la sociedad sólo es una suma de individuos,12 surge la necesidad de un replanteamiento, en el cual los sujetos o agentes económicos, así como los consumidores, y principalmente el “interés público” coexistan con un concepto de eficiencia que no rompa con la equidad.

En este encuadre, el derecho de la competencia emerge como disciplina instrumental que organiza y reordena los mercados nacionales y regionales, utilizando la indispensable coacción que deriva de un orden público económico que jerarquiza los intereses de consumidores por sobre los corporativos privados.13

1.2.2 Competencia perfecta

Desde el punto de vista de la teoría económica, el término competencia es entendido como una situación de mercado que, para efectos de análisis, se ubica entre dos extremos: competencia perfecta y competencia monopólica. La competencia perfecta es un modelo ideal, útil para efectos de formulación de teorías y modelos –no es una situación que se presente en el mundo real–, y supone básicamente las siguientes características:


	Existen infinidad de agentes económicos, infinitamente pequeños, quienes maximizan su ganancia o su utilidad.

	No existen barreras a la entrada (libre concurrencia).

	No hay restricciones al comercio entre países, es decir, existe libre movilidad de factores.

	No existe diferenciación por productos, ya que se trata de un producto idéntico.

	Existe información completa y perfecta.



En el extremo opuesto se encuentra el monopolio, donde no se cumplen los supuestos mencionados con anterioridad, es decir, se supone la existencia de una sola empresa que produce un bien para el cual no hay sustitutos, por lo que dicha empresa puede fijar el precio o las cantidades a producir (reduciendo la oferta) de tal modo que se obtenga una mayor utilidad.

En el mundo real hay una gama de situaciones en las cuales la manera en que se comporta el mercado, en cada uno de los puntos anteriores, permite que un mercado tienda más a la competencia, o a una situación de monopolio.

1.2.3 Teoría del Monopolio

Un monopolio es una empresa que produce un bien o servicio que no tiene sustitutos cercanos y, además, la empresa está protegida por una barrera que evita la entrada de competidores al mercado.14

Las barreras de entrada son impedimentos legales o naturales que protegen a la empresa del ingreso de nuevos competidores.

Las barreras legales son:


	Franquicias públicas, que es un derecho exclusivo concedido a una empresa para ofrecer un bien o servicio.

	Licencia gubernamental, que controla la entrada en una ocupación, profesión o industria. Estas no crean monopolios, pero sí limitan la competencia.

	Patentes. Una patente es un derecho exclusivo concedido por el gobierno al inventor de un producto o servicio.



Una barrera natural consiste en la existencia de una sola fuente de materia prima, o cuando una sola empresa puede abastecer todo el mercado a un precio más bajo del que lo harían dos o más empresas.

Las barreras legales a la entrada hacen surgir los denominados monopolios legales. Por su parte, las barreras naturales a la entrada dan lugar a mono- polios naturales.

La característica fundamental del monopolio es que este cuenta con la posibilidad de fijar la cantidad ofrecida y el precio al cual se ofrece; es decir, no existe una relación única entre la cantidad que produce un monopolio y su precio.

1.2.4 Oligopolio

Ni la teoría de la competencia perfecta, ni la teoría del monopolio explican cómo funcionan la mayoría de los mercados en el mundo real, el cual funciona en algún punto entre ambas situaciones extremas.

El oligopolio se encuentra entre la competencia perfecta y el monopolio. Es un mercado en el cual un número pequeño de productores compiten entre sí.

En un oligopolio, todas las empresas podrán fabricar un producto idéntico y  competir únicamente en el precio, o bien, fabricar un producto diferenciado y competir en precio, calidad y marketing del producto.15

A efecto de poder determinar en qué medida un mercado se aproxima más a un escenario competitivo o monopolístico, se calcula la concentración industrial. La medida de concentración que se utiliza generalmente es el denominado “índice de Herfindahl-Hirschman”.16

En un mercado oligopólico, los beneficios que obtiene un productor dependen de los precios en que logre vender ese productor y los demás.

El funcionamiento del oligopolio es idéntico al del monopolio si existe colusión explícita o implícita, es decir, un acuerdo para fijar los precios de comercialización, ya que los oligopolistas fijarían el precio en el nivel correspondiente a la cantidad de producción que maximiza sus beneficios conjuntos.17

En un mercado oligopólico hay un modelo en el cual existe una empresa dominante, la cual actúa como monopolio y fija el precio, y el resto de las empresas aceptan ese precio como dado y actúan como competidoras.

El mundo real no es un mundo de competencia perfecta, ni de monopolio, sino que las empresas se mueven más bien en un entorno de carácter oligopólico, en el cual resulta sumamente relevante determinar el índice de concentración de dicho mercado y determinar el poder sustancial de mercado que cada competidor detenta, ya que un poder de mercado alto le dará la posibilidad de actuar como agente monopólico.

1.2.5 Cartel

Un cartel es un grupo de empresas que deciden actuar de manera conjunta –se coluden– para restringir la producción y aumentar los precios y las utilidades económicas.18

Bajo la denominación de cartel se puede entender el acuerdo entre empresas para reducir o eliminar la competencia, y al grupo de empresas que han asumido dicho acuerdo.

Existen distintos tipos de acuerdos colusorios; las empresas pueden ponerse de acuerdo con sus competidoras para fines diversos, por ejemplo, para acordar precios o para distribuirse los mercados por regiones, y para su implementación pueden generar estructuras muy organizadas o mantener una comunicación muy limitada a efecto de dar seguimiento al cumplimiento de los acuerdos asumidos.

Este tipo de acuerdos son ilegales, por lo que las partes en los mismos tienen particular cuidado en la forma en que estos son llevados a cabo. En la legislación mexicana, corresponden a las prácticas monopólicas absolutas, reguladas por el artículo 53 de la Ley Federal de Competencia Económica.

1.2.6 Poder sustancial de Mercado (Mercado Relevante)

La determinación del mercado relevante tiene un papel esencial en la aplicación del Derecho de la Competencia. Para poder determinar si una conducta determinada es ilegal conforme a la regulación de competencia, el primer paso es la definición del mercado relevante y la evaluación de la participación de la empresa en cuestión dentro de dicho mercado. La correcta determinación del mercado relevante es un factor decisivo en la valoración de un caso de prácticas monopólicas relativas y de concentraciones.

Su delimitación se realiza atendiendo a dos supuestos: el territorial y el de producto. La determinación del mercado relevante permite identificar a los competidores reales de las empresas afectadas que pueden limitar el comportamiento de estas y permite definir adecuadamente la cuota de mercado que corresponde a un Agente Económico.

El poder de mercado da a las empresas que lo detentan la posibilidad de llevar a cabo discriminación de precios, con lo cual resulta fundamental contar con las bases para poder llevar a cabo el análisis que permita determinar si un agente económico cuenta o no con poder sustancial de mercado, y para ello lo primero que se debe hacer es acotar el mercado relevante. Este tema será analizado en el capítulo 6 de este libro.

1.3 Política de competencia

Massimo Motta define la política de competencia como “el conjunto de políticas y leyes que garantizan que la competencia en el mercado no se limite de manera tal que sea perjudicial para la sociedad”.19

Aun cuando el concepto de política de competencia abarca políticas y leyes, “en general, la política de competencia se aplica a sectores donde las condiciones estructurales son compatibles con un funcionamiento normal de la competencia (si el mercado funciona bien en la práctica o no es otro asunto). En cambio, la regulación se aplica a sectores especiales, cuya estructura es tal que uno no podría esperar que las fuerzas competitivas operaran sin problemas”.20

Los principales objetivos de las políticas de competencia son los siguientes:


	Mejorar el bienestar económico

	Incrementar el bienestar del consumidor

	La defensa de las empresas pequeñas

	Promoción de la integración de los mercados

	Libertad económica

	Lucha contra la inflación

	Justicia y equidad



Por su parte, Rubén Leal Buenfil considera que “… Las políticas de competencia también tienen objetivos de globalización económica y libre comercio. Esto mediante la eliminación de barreras regulatorias que impiden el libre tránsito de mercancías dentro de los países y entre ellos. Incluso se dice que la política de competencia es un requisito para ejercer la libertad económica, como la establecida en el artículo quinto de la CPEUM. Finalmente, la competencia permite controlar la inflación en los países en que se establecen leyes y políticas en este sentido, controlando las alzas injustificadas de precios”.21

1.4 Bien Jurídico Tutelado: eficiencia de los mercados y los consumidores

El bien jurídico tutelado por el derecho de la competencia económica es la eficiencia de los mercados y la protección a los consumidores. La eficiencia de los mercados, sin lugar a dudas, conduce al bienestar de los consumidores.

Los consumidores se ven beneficiados de la política de competencia económica, ya que, en la medida en que haya un ambiente de negocios competitivo, los consumidores pueden acceder a una mayor variedad de bienes y servicios, mayor calidad y mejores precios.


“La competencia económica es una aliada estratégica del consumidor, porque ayuda a potenciar el crecimiento económico y facilita el acceso a los beneficios de  la actividad productiva de un mayor número de personas. Bajo condiciones  de competencia se pueden observar: menores precios, mayor cantidad, variedad y calidad de productos, mayor productividad e innovación en las empresas y en los mercados”.22



Para ello es necesario contar con un marco legislativo y político adecuado para proteger a los consumidores contra ciertas prácticas anticompetitivas que aumentan los precios y reducen la producción, para evitar que los consumidores sean víctimas de actores inescrupulosos que se desempeñan en el mercado.23

La competencia entre empresas se da fundamentalmente con base en los precios, y para la disminución de los mismos la innovación tecnológica resulta un factor determinante, pero existe otro elemento fundamental a través del cual se desarrolla la competencia: la publicidad.

Mediante la publicidad se busca influir de modo determinante en los gustos y preferencias de los consumidores, los cuales están dispuestos a adquirir un bien similar a otro, incluso a un precio más elevado, en función de una marca, por ejemplo.

La teoría económica ha desarrollado diversos estudios, agrupados bajo el rubro de “teoría de las decisiones de los consumidores”, en los que se analiza la forma de determinar las preferencias de los consumidores, la utilidad que obtienen y la forma en que realizan sus elecciones, etc. La teoría económica parte de que el individuo tiene como objetivo fundamental satisfacer sus necesidades y para ello actúa racionalmente,24 por lo que necesita contar con la información suficiente para tomar sus decisiones.

En esa lucha por apropiarse de la mayor parte del mercado, puede incurrirse en abusos que perjudiquen a los consumidores, ya que al no contar estos con información completa pueden adquirir bienes o servicios cuyas características no sean las que la publicidad indicaba.

El bienestar de los consumidores se refleja a través de mayor variedad, mayor calidad y precios bajos. El bienestar de los consumidores se mide a través de las ventajas proporcionadas a los individuos por el consumo de bienes y servicios.

En la práctica, la economía aplicada del bienestar recurre a la noción de “excedente de los consumidores” para medir el bienestar de estos. El excedente de los consumidores es un indicador del bienestar total de los consumidores. Desde el punto de vista del derecho, y de la política de la competencia, las opiniones son discrepantes en cuanto al objetivo a perseguir: para algunos, es preciso maximizar el excedente de los consumidores; para otros, es preciso asimismo tener en cuenta las ventajas que se obtendrán por parte de los productores.25

Incluir la regulación de protección al consumidor dentro del derecho de la competencia obedece a diversas razones:


	Los consumidores, ya sean personas físicas o morales,26 son los agentes que sufren las consecuencias de las prácticas anticompetitivas.

	La disponibilidad de información y la veracidad de la misma son dos factores que pueden generar daño en los consumidores, al inducirlos a adquirir bienes o servicios diversos a los que se les ofrecieron.



La inclusión de la regulación sobre derechos de los consumidores como parte del derecho de la competencia da a este un enfoque o perspectiva “social”. La protección a los consumidores tiene por objeto evitar que los consumidores  sufran las consecuencias de prácticas anticompetitivas; de hecho, el objetivo último de la política y legislación de competencia es siempre el efecto en los consumidores; los efectos en otros productores sólo son considerados en la magnitud que ellos afectan finalmente a los consumidores.

Por otra parte, los derechos de los consumidores son incluidos por la teoría en una categoría de derechos humanos de tercer grado o generación.27

El problema para el derecho es cómo garantizar a todo individuo, sin importar su origen o nacionalidad, que los bienes o servicios que adquiera cumplan con normas mínimas de calidad, cómo se garantiza que reciba la información necesaria para tomar una decisión.

1.5 Régimen anglosajón: Sherman Act

El derecho de la competencia económica surgió en Estados Unidos de América, con la promulgación de la Sherman Antitrust Act en 1890.

A finales del siglo XIX, en Estados Unidos, se presenta una importante concentración económica a través de los trust o fideicomisos, que llegaron a dominar una serie de industrias importantes, destruyendo la competencia.

Esta situación dio origen a la promulgación de la Sherman Act, cuyo objetivo era la protección de la libertad de empresa, que se veía amenazada por el ejercicio de la misma libertad que había fomentado la adquisición de gran poder económico por algunos conglomerados empresariales.


“Existe divergencia de opinión sobre la intención legislativa de la Sherman Act. Hay quien considera que los redactores de la misma estaban preocupados por las grandes concentraciones de capital, otros opinan que buscaba cuidar al pequeño empresario. Una corriente de opinión considera que se buscaba procurar justicia e igualdad en la conducta empresarial; otra que buscaba proteger al consumidor. Para otros se trata de una ley que busca libertad (libertad de acceso al mercado a competir) y aun otros consideran que lo que interesa es la eficiencia”.28



Esta ley regula los acuerdos de fijación de precios y el reparto de mercado entre empresas independientes, así como prácticas monopólicas.

Un trust (o fideicomiso) era un acuerdo mediante el cual los accionistas de varias compañías transferían sus acciones a un solo grupo de fideicomisarios. Los accionistas recibían a cambio un certificado que les daba derecho a participar de las ganancias consolidadas de las compañías que eran administradas conjuntamente, lo cual permitía que funcionaran como un monopolio.

La Standard Oil Company, fundada en 1870 por John D. Rockefeller, creció exponencialmente debido a los acuerdos con empresas ferroviarias que le permitieron abaratar el costo del transporte, así como por la suscripción del Standard Oil Trust, constituido el 2 de enero de 1882, y fue hasta 1911 que la Corte Suprema de los Estados Unidos ordenó, bajo la Sherman Act, la disolución de la compañía, la cual se dividió en 34 empresas independientes.

Lo más característico de esta etapa es la intervención estatal con carácter absoluto. A partir de esta etapa, Estados Unidos se convirtió en el principal impulsor de este tipo de regulación. De hecho, la mayoría de las legislaciones en el mundo toman elementos de la regulación y precedentes elaborados por los tribunales de este país.

En adición a la Sherman Act es importante mencionar la Clayton Act (1914), que regula las fusiones de empresas cuando estas tienen por objeto la monopolización del mercado, y la Ley de la Comisión Federal de Comercio de los Estados Unidos (1914), mediante la cual se creó la Federal Trade Commission29 (Comisión Federal de Comercio), que es la autoridad encargada de regular y sancionar las prácticas anticompetitivas.

1.6 Régimen europeo

En los países de la Unión Europea hay dos niveles de jurisdicción: nacional y supranacional; sin embargo, ha sido esta última la que ha impulsado el desarrollo de las diversas legislaciones nacionales.

En la Unión Europea, la política de competencia está regulada por los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, el primero de los cuales regula lo relativo a acuerdos horizontales y verticales,  y el segundo se refiere al abuso de una posición dominante.


Artículo 10130

1. Serán incompatibles con el mercado interior y quedarán prohibidos todos los acuerdos entre empresas, las decisiones de asociaciones de empresas y las prácticas concertadas que puedan afectar al comercio entre los Estados miembros y que tengan por objeto o efecto impedir, restringir o falsear el juego de la competencia dentro del mercado interior y, en particular, los que consistan en

a)  fijar directa o indirectamente los precios de compra o de venta u otras condiciones de transacción;

b)  limitar o controlar la producción, el mercado, el desarrollo técnico o las inversiones;

c)  repartirse los mercados o las fuentes de abastecimiento;

d)  aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que ocasionen a éstos una desventaja competitiva;

e)  subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los otros contratantes, de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o según los usos mercantiles, no guarden relación alguna con el objeto de dichos contratos.




2. Los acuerdos o decisiones prohibidos por el presente artículo serán nulos de pleno derecho.

3. No obstante, las disposiciones del apartado 1 podrán ser declaradas inaplicables a:

– cualquier acuerdo o categoría de acuerdos entre empresas,

– cualquier decisión o categoría de decisiones de asociaciones de empresas,

– cualquier práctica concertada o categoría de prácticas concertadas, que contribuyan a mejorar la producción o la distribución de los productos o a fomentar el progreso técnico o económico, y reserven al mismo tiempo a los usuarios una participación equitativa en el beneficio resultante, y sin que:

a)  impongan a las empresas interesadas restricciones que no sean indispensables para alcanzar tales objetivos;

b)  ofrezcan a dichas empresas la posibilidad de eliminar la competencia respecto de una parte sustancial de los productos de que se trate.

Artículo 102

Será incompatible con el mercado interior y quedará prohibida, en la medida en que pueda afectar al comercio entre los Estados miembros, la explotación abusiva, por parte de una o más empresas, de una posición dominante en el mercado interior o en una parte sustancial del mismo. Tales prácticas abusivas podrán consistir, particularmente, en

a)  imponer directa o indirectamente precios de compra, de venta u otras condiciones de transacción no equitativas;

b)  limitar la producción, el mercado o el desarrollo técnico en perjuicio de los consumidores;

c)  aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que ocasionen a éstos una desventaja competitiva;

d)  subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los otros contratantes, de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o según los usos mercantiles, no guarden relación alguna con el objeto de dichos contratos.



Las normas de competencia de la Unión Europea se aplican directamente en todos los Estados miembros, por los tribunales nacionales, los cuales tienen la facultad de conocer y decidir si un acuerdo cumple con las leyes de competencia del país y de la Unión Europea.

Cuando una empresa infringe las normas de competencia de la Unión Europea, puede ser sancionada con una multa hasta por un valor equivalente al 10 % de su volumen de negocios anual a nivel mundial.31

Para la Unión Europea, la política de competencia es un pilar clave del mercado único, uno de los grandes activos de la Unión Europea con reglas comunes diseñadas para reducir los costos comerciales y lograr la apertura de los mercados.32

Notas

1. Flores García, Fernando, Diccionario Jurídico Harla, vol. 4, Derecho Procesal, México, Oxford University Press-Harla México, 1996, p. 50; Diccionario jurídico mexicano, México, UNAM-IIJ, tomo I, A-C, p. 642.

2. Font Galán, Juan Ignacio, Constitución Económica y Derecho de la Competencia, Editorial Tecnos, 1987, pp. 27 y 28.

3. Greenspan, Alan, La era de las turbulencias. Aventuras en un nuevo mundo, Barcelona, México, Ediciones B, 2008, p. 295.

4. Cabanellas de las Cuevas, Guillermo, Derecho antimonopólico y de defensa de la competencia, Buenos Aires, Editorial Heliastra, 1983, p. 262.

5. Idem.

6. Parkin, Michael, Microeconomía. Versión para Latinoamérica, 12a ed., Pearson Education de México, 2020, p. 61.

7. Ibidem, p. 66.

8. OCDE, Glosario de economía industrial y derecho de la competencia. OCDE-Mundi Prensa, 1995, p. 41.

9. Ayala Espino, José, Mercado, elección pública e instituciones. Una revisión de las teorías modernas del estado. Miguel Ángel Porrúa - Facultad de Economía, México, 1996.

10. Sen, Amartya, Sobre ética y economía. Madrid, Alianza, 1999, pp. 49-50.

11. Cárdenas, Jaime, “Cuatro reflexiones en torno a una nueva constitución”, en Hacia una nueva constitucionalidad, IIJ-UNAM, México, 1999, p. 78.

12. Para los neoliberales, lo social es una consecuencia del mercado y el mercado es un resultado de los mercados de dinero y capitales (financiero y bursátil). En los mercados, los individuos forman lo social y es en esta relación donde lo social y lo cultural son un producto de lo mercantil y lo mercantil tiene como base, según los neoliberales, los mercados bursátiles y financieros. En mérito a lo anterior, el mercado es la fuente de todo lo social y, por tanto, es el derecho el que debe ajustarse a las leyes del mercado. Se trata entonces del Estado de derecho regido por las leyes del mercado. Witker, Jorge, Introducción al Derecho Económico, 4a ed., McGraw-Hill, 1998, p. 75.

13. Bajo la institución estatal, las normas de competencia se aplican a los agentes económicos domésticos y extranjeros, pues las conductas anticompetitivas en muchas ocasiones tienen escenarios simultáneos. Es decir, se realizan en un mercado y sus efectos se limitan al territorio de un país o los efectos trascienden las fronteras y sólo perjudican a productores o agentes externos.

14. Parkin, Michael, op. cit., p. 247.

15. Parkin, Michael, op. cit., p. 346.

16. El índice de Herfindahl-Hirschman se calcula como la suma de los cuadrados de las participaciones de mercado (en porcentaje) de cada empresa, para las 50 empresas más grandes (o la suma de los de todas las empresas si hay menos de 50). Un índice elevado expresa un mercado muy concentrado y poco competitivo. Ver en el capítulo 7 de este libro el punto 7.5.

17. Cuadra Roura, Juan, Política Económica. Objetivos e instrumentos, 2a ed., Madrid, McGraw Hill, 2021, p. 490.

18. Parkin, Michael, op. cit., p. 347.

19. Mota, Massimo, Política de competencia, teoría y práctica, México, Fondo de Cultura Económica, 2018, p. 59.

20. Ibidem, p. 20.

21. Leal Buenfil Rubén, Competencia Económica y Comercio Internacional, México, Tirant lo Blanch, 2021, p. 25.

22. COFECE, “Poder de Mercado y bienestar Social”, 1a ed., 2018, Colección Cuadernos de Promoción de la Competencia, p. 19.

23. Véase documento de la Organización Mundial de Comercio WT/WGTCP/W/80, Synthesis paper on the relationship of trade and competition policy to development and economic growth, 18 de septiembre de 1998, (98-3575), párrafo 10.

24. Conducta racional significa que el individuo posee una estructura de preferencias que es capaz de ordenar consistentemente, seleccionando la alternativa que le permita maximizar su satisfacción.

25. OCDE, Glosario..., op. cit., p. 18.

26. En un sistema de economía de mercado todos somos consumidores, incluso el gobierno y las empresas; sin embargo, lo somos en diferentes etapas del proceso productivo. Las normas de protección a los consumidores hacen referencia generalmente sólo al consumidor final.

27. Los derechos humanos de tercera generación, también denominados derechos de solidaridad, en términos generales se refieren a derechos de los pueblos para reclamar ciertas prestaciones de la sociedad internacional. Es la problemática del deterioro global, la postulación común que identifica a estos derechos humanos, mediante los cuales se trata de evitar la generación de daños irreversibles de carácter colectivo o social, que podrían acabar –en perspectiva– con nuestra especie, tratando, en suma, de defender la vida humana o los recursos naturales. Jiménez Eduardo, Pablo, Los Derechos Humanos de la Tercera Generación, Buenos Aires, EDIAR, 1997, p. 65.

28. González de Cossío, Francisco, “Nueva política de competencia económica: alumbramiento, pubertad y madurez de una idea”, en Roldán, José y Mena, Carlos (coord.), Competencia Económica, Estudios de Derecho, Economía y Política






OEBPS/images/fig3.png
Precio

Precio de equilibrio

Cantidad demandada





OEBPS/images/portadilla.png
JORGE WITKER VELASQUEZ
ANGELICA VARELA ALVARADO

Derecho de la
competencia economica
en México





OEBPS/images/cover.jpg
JORGE WITKER VELASQUEZ
ANGELICA VARELA ALVARADO

Derecho
de la
Competencia

Econémica

en México






OEBPS/images/fig1.png
Precio

Cantidad demandada





OEBPS/images/fig2.png
Precio

Cantidad ofrecida





